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Doctor 
HERMAN TRUJILLO GARCIA 
JUEZ 49 CIVIL DEL CIRCUITO DEL BOGOTA, D.C. 
E.                          S.                              D. 

 
 
REF.: PROCESO DE LIQUIDACIÓN OBLIGATORIA DE 
ALFONSO SAAVEDRA 
RADICADO 11001-31-03-021-1984-09039-00. 

 
ASUNTO: Recurso de Reposición o en subsidio de apelación.  

 

ACERCA DE LAS MANIFESTACIONES DEL LIQUIDADOR SUPUESTAMENTE 
AVALADAS POR EL JUZGADO.  

 

Obligaciones en la propiedad horizontal.  

 

Cuando un edificio compuesto por oficinas y locales comerciales se somete al 
régimen de propiedad horizontal, obtiene los respectivos derechos y obligaciones. 
Tal es el caso del EDIFICIO AKL situado en la carrera 7 No. 17-  64 de Bogotá.  

Actualmente rige para estas edificaciones que se han sujetado al régimen de 
propiedad horizontal, la ley 675 de 2001, que en general es la disposición vigente a 
este respecto.  

Talvez, como la principal obligación que surge para los propietarios y ocupantes del 
edificio, es la de pagar periódicamente unas cuotas para el sostenimiento del ente 
organizado como propiedad horizontal, por cuanto el mismo, debe cubrir por lo 
menos los servicios de las áreas comunes y otras obligaciones que de allí se 
desprenden.  

El país tenía muy poca experiencia al respecto de las edificaciones definidas para 
actividades de este estilo y por eso a partir de 1948 con la ley 182, se empezaron a 
regularizar normativamente las áreas sujetas al mencionado régimen.  

Originalmente surgían muchas dificultades para cobrar ejecutivamente las 
obligaciones que se derivaban de las llamadas expensas comunes; de allí surgió un 
tratamiento especial que al respecto se ha venido dando, como es el de elaborar un 
presupuesto anual con el total de gastos de la propiedad sujeta a este régimen, y, 
con base en ello, proponer los necesarios ingresos que resultan de los llamados 
coeficientes de copropiedad, porcentajes asignados a cada una de las unidades, 
según su participación en la totalidad del edificio. Tales porcentajes se aplican 
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entonces y a raíz de ello se va colaborando por el total de las unidades sujetas al 
régimen de propiedad horizontal en el costo del mantenimiento del edificio de que 
se trate.  

Por mucho tiempo, como mencioné, se dificultaba el cobro de tales sumas porque 
existían conceptos diferentes a lo que encerraba propiamente la obligación de 
pagar.  

Los aspectos anteriormente relatados constan todos en los antecedentes de la ley 
675 de 2001, (según los Anales del Congreso)  y ello originó el artículo No. 48 en el 
cual se establece claramente y sin duda alguna, que en el caso de la propiedad 
horizontal el título ejecutivo solamente lo constituye el certificado que expide el 
administrador del edificio, que es en su momento el representante legal de la 
propiedad horizontal, para constituir el título ejecutivo y así ha venido operando 
desde entonces.   

Elaboran el presupuesto anual, incluyen el total de gastos previstos y concordante 
con ello, fijan los costos que debe asumir cada una de las unidades, luego de 
aplicarles el porcentaje o coeficiente de cada unidad al total de gastos previstos.  

Es esa una obligación a la cual no le cabe ninguna discusión. Se presenta el 
certificado que alude el artículo 48 y ese es el título ejecutivo que facilita iniciar el 
respectivo proceso.  

 

LO REFERENTE A QUÉ PARTE DE LA OBLIGACIÓN SE HAYA CONSIDERADO 
COMO UN CRÉDITO DE LA LIQUIDACIÓN OBLIGATORIA.   

 

El señor Liquidador informa, que las cuotas de administración del año 1980 al año 
1999 se consolidaron y se han venido considerando como un crédito, sobre el cual 
no existe inquietud alguna.  

Entonces, por qué razón unas cuotas de administración si tienen validez 
consolidadas en un crédito y las demás cuotas de expensas necesarias pretendan 
anularse, presentando justamente el fenómeno de una apreciación contraria a la 
obligación legal.   

Como trae a cuento la Magistrada al resolver en providencia del 31 de marzo de 
1997, sobre el incumplimiento del concordato, los gastos de administración, deben 
entenderse como se hace con el pago de los servicios públicos, es decir, que quien 
esté encargado de controlar  en este caso el concordato o el manejo de la quiebra 
o la liquidación obligatoria debe pagar las obligaciones que cotidianamente surgen 
y es lógica la conclusión del tema anteriormente planteado, porque si,  por ejemplo, 
no se pagan los servicios públicos, los bienes, que hacen parte de los respectivos 
procesos no van a poder ser protegidos ni orientados como deben ser,  a que 
produzcan económicamente hablando y con ello, se permita cumplir con el pago de 
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las deudas, finalmente establecidas en una segunda etapa en los créditos que se 
aprueban. Ello, quiere decir, sin lugar a discusión, que no se trata de buscar el 
beneficio particular sino el cumplimiento de las obligaciones para lo cual existe un 
patrimonio que debe protegerse.  

Citando los artículos 24 y 42 del Decreto 350 de 1989, vigente en ese entonces, 
transcribió la Magistrada en su providencia: “Se entienden como gastos de 

administración los necesarios para el funcionamiento normal de la empresa, tales 

como los laborales, fiscales, los de servicios públicos, los que se efectúen a 

proveedores… ““… pues no otro entendimiento puede dársele a los gastos 
relacionados, aún con independencia del señalamiento legal”.    

 

EL SURGIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN DE PAGAR LOS GASTOS DE 
ADMINISTRACIÓN     

 

Las leyes desde tiempos inmemoriales han definido la FUENTE DE LAS 
OBLIGACIONES. En nuestro caso, el Código Civil Colombiano en su artículo 1494 
enseña de dónde pueden surgir entonces las obligaciones que se asumen y con las 
cuales debe cumplirse en las formas acordadas, en aplicación de las distintas leyes.  

Expresa el artículo 1494 del Código Civil:    

“FUENTE DE LAS OBLIGACIONES. Las obligaciones nacen, ya 
del concurso real de las voluntades de dos o más personas, como 
en los contratos o convenciones; ya de un hecho voluntario de la 
persona que se obliga, como en la aceptación de una herencia o 
legado y en todos los cuasicontratos; ya a consecuencia de un 
hecho que ha inferido injuria o daño a otra persona, como en los 
delitos; ya por disposición de la ley, como entre los padres y los hijos 
de familia”.  (Hemos subrayado). 

 

Ya hemos explicado, con alguna amplitud, como por disposición de la ley, surgen 
las obligaciones del pago de las deudas provenientes de las expensas comunes en 
los bienes sujetos al régimen de propiedad horizontal.  

En el caso en estudio, desde el primer momento, se ha venido cobrando, tanto al 
concordato como a la liquidación obligatoria el monto de las expensas comunes 
derivadas de los locales 103 y 104 del EDIFICIO AKL.  

Como ya se ha relatado y se ha repetido, en los diversos escritos presentados, el 
informe de los administradores del EDIFICIO AKL, en su oportunidad 
representantes legales de la propiedad horizontal, han venido reclamando por el 
pago de las expensas comunes causadas por la utilización de los dos locales 
comerciales   
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Sin embargo, como además está claramente explicado, por el no pago de esas 
sumas fue apareciendo en el presupuesto un déficit permanente que alguien debía 
asumir.  

El titular de los dos locales señor SAAVEDRA, además de que no quiso cumplir con 
el pago de las expensas comunes, decidió en cierta forma “cercar” la entrada a los 
locales 103 y 104, que como era obvio significaba la circulación de la gente a través 
de la entrada del edificio al cual han venido perteneciendo.  

Posteriormente, decidió comprar el local número 17-52 para demoler las paredes 
del fondo (costado oriental) y unir los locales arbitrariamente, como si no 
pertenecieran al EDIFICIO AKL y no estuvieran sujetos al régimen de propiedad 
horizontal correspondiente al mismo.  

Ello se ha prestado para que personas que comparten tal planteamiento objetivo, 
alejado completamente de las leyes, hayan expresado que los locales 103 y .104, 
no pertenecen al edificio aplicando el mismo criterio ya conocido del titular de los 
dos inmuebles, con respecto de los cuales se adeudan las expensas comunes de 
tantos años.  

Hay pruebas suficientes, inclusive en el expediente de que los locales 103 y 104 
hacen parte de la propiedad horizontal denominada EDIFICIO AKL. 

El pretender cambiar las cosas, como no sobra repetir, significó, por ejemplo, una 
acción policiva, con la cual, como es lógico, se obtuvo éxito e inclusive por ello 
multaron al titular de los dos inmuebles tan mencionados. Como siempre ocurre, 
hasta ahora no se ha pagado tal multa.  

Son entonces dos unidades totalmente independientes con sus folios de matrícula 
Inmobiliaria No. 50C-489407, Código Catastral AAA0031UFEP, para el local 103 y 
el folio de matrícula No. 50C-489408, Código Catastral AAA0031UFFZ para el local 
104.  

Adjuntamos los dos certificados de tradición correspondientes, expedidos en la 
fecha. Aspiramos a que se tengan como prueba, por cuanto lo que se pretende 
probar no es la propiedad del inmueble hoy, sino lo ocurrido desde el momento en 
que se inició el concordato hasta la fecha de expedición de los certificados.   

El tratamiento que se le dé entonces a los dos locales del EDIFICIO AKL, a que 
tanto nos hemos referido (locales 103 y 104), desde el punto de vista de su titulación 
y del régimen de propiedad horizontal y de las obligaciones que del mismo surgen, 
no tiene nada que ver con un inmueble que no hace parte del régimen de propiedad 
horizontal, que pertenece a otra unidad y que debe tenerse en cuenta desde su 
situación concreta en todo sentido. Por eso nos ha parecido extraño inclusive, la 
elaboración del avalúo que obra en el expediente, porque para el mismo no se 
advirtieron las particularidades del caso.  
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Telefónicamente consulté al señor Liquidador por las reformas constructivas que 
están efectuando y me confirmó que todo se ha tenido bajo una misma 
consideración.  

 

LA FUENTE DE LA OBLIGACIÓN ES LA LEY         

 

La suma que se está cobrando desde hace ya muchos años, surge de una 
obligación dispuesta por la LEY. Entonces, si la obligación existe, y existe como UN 
GASTO DE ADMINISTRACIÓN, ahora después de tantos años y de tantas 
intervenciones en todo sentido con los auxiliares de justica que han tenido que ver 
con el asunto, no puede negarse la existencia de la obligación. 

No entendemos por qué las exigencias del señor Liquidador. Es muy importante que 
nos diga, sin el peligro de incurrir en alguna irregularidad, si la obligación existe sí o 
no. Si corresponde a un GASTO DE ADMINISTRACIÓN y si como tal ha debido 
pagarse como obligación de tracto sucesivo, y ya que no se hizo en su oportunidad, 
como resultaba de lo ordenado por la ley, se debe cancelar en el acto.  

La liquidación de lo adeudado se hizo por la señora Administradora, representante 
Legal del Edificio hasta diciembre de 2016.  Por ello, si consideramos la deuda como 
el capital observamos que el mismo se cobra hasta diciembre de 2016, pero los 
intereses siguen corriendo y para ello el reglamento de propiedad horizontal 
protocolizado en Escritura Pública No.10.178 del 14 de diciembre de 2006 de la 
Notaria 71 del Círculo de Bogotá, ordena que por la mora debe cobrarse el dos por 
ciento (2%) mensual y ello se está liquidando desde agosto de 1999 hasta el día de 
hoy. Por ello, pareció curioso por decir lo menos, que el señor Liquidador pretenda 
objetar la liquidación presentada, porque esta se efectuó hasta el último día del mes 
de julio que está por terminar.  

La reforma del Reglamento con el objeto de actualizarlo se hizo según Escritura 
Pública No. 412 del 22 de febrero de 2017 de la Notaria 16 del Círculo de Bogotá, 
que firmó la doctora MARIA STELLA MORENO CASTIBLANCO. Este documento 
obra en el expediente.    

Así como se explicó que periódicamente se estaba causando un déficit presupuestal 
y que alguien lo debía asumir, es que quienes lo asumieron, necesitan que se les 
pague. 

La Administración del Edificio (que comprende la de los locales 103 y 104) cambió 
a raíz de las negociaciones que se hicieron en el año 2017 e ignoramos cuáles 
pueden haber sido las diferentes apreciaciones que se hayan hecho con 
posterioridad a esas fechas, bajo la nueva administración.  

Estamos obligados a probar quién era el representante legal el edifico hasta marzo 
de 2017 y no quién es el administrador actual, porque la obligación se causó hasta 
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diciembre de 2016 y para tal fecha, corresponde la liquidación efectuada sobre la 
obligación anteriormente causada.  

No sobra tampoco tener en cuenta que un inmueble sujeto al régimen de propiedad 
horizontal cobijado por la ley 675 de 2001, no puede considerarse como una 
empresa. Se trata de un régimen, inclusive contablemente de otra naturaleza. A este 
respecto resulta muy importante conocer las consideraciones del señor Liquidador 
para manifestar que este cobro que se viene haciendo desde 1999 hasta la fecha 
“no cumple con los requisitos de ley” y que “además la liquidación de los intereses 
no está liquidada conforme a ley”     

Además, por su razón natural repetidamente expresada, las cuotas de 
administración del edificio, no hacen parte del proyecto de graduación y calificación 
de créditos, siendo ello así, como lo expresa el liquidador, debemos destacar lo 
manifestado por el Despacho cuando afirma en su última providencia de fecha 19 
de julio de 2023 que (el apoderado) “deberá estarse al trámite ya impuesto en la 
presente actuación”. El Parágrafo del artículo 537 del Código General del Proceso, 
es claro al referirse al tema planteado. También es importante para el efecto tener 
en cuenta lo previsto por el artículo 549 ibídem. Todo ello nos motiva para interponer 
el Recurso de Reposición o en subsidio de apelación ante el auto de fecha 19 de 
julio de 2023.  

Para corroborar todo lo anteriormente manifestado al Despacho, acudimos a la 
prueba documental, que anexamos al presente.  

 

Adjuntamos como pruebas:  

1. Los certificados de Tradición correspondientes a los folios de matrícula 
inmobiliaria 50C-489407 (local 103); 50C0489408 (local 104), fechados 25 de 
julio de 2023.  

  
2. Certificación expedida el 4 de septiembre de 2013, referente a la Representación 

Legal de la señora MARIA STELLA MORENO CASTIBLANCO.  
 

3. Certificación sobre la existencia y representación del edificio con fecha 9 de 
febrero de 2022.  

 
4. Certificación de matrícula de persona natural expedida por la Cámara de 

Comercio de Bogotá, el día 4 de octubre de 2021, correspondiente al señor 
ALFONSO SAAVEDRA.     

 
5. Carta dirigida a los compradores del Edificio Akl de fecha 17 de enero de 2017, 

con su correspondiente constancia de envío.  
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6. Copia del informe del Liquidador Wilson Calderón dirigido al Juzgado 21 Civil del 
Circuito, fechado 30 de agosto de 2011.   

 
7. Resolución No. 2030-03 A.O. de la Alcaldía Local de Santa fé de fecha 2 de 

septiembre de 2003.  

 Atentamente,  

 

HENRY GUTIERREZ MUÑOZ  
T.P. A. 1.125 del C. S. de la J.  
Correo electrónico: oficina_hg@hotmail.com   
 
 

 

 

Bogotá, D.C., 25 de julio de 2023    
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